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Sr. S. de Vega, presidente y 
ponente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de 
octubre de 2025, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 343/2025 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 25 de agosto de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del contrato 
de obras de ampliación de dos aulas en el CRA de xxx1 -xxx2, suscrito entre 
la Dirección Provincial de Educación de xxx3 y qqqq, S.L.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 28 de agosto de 2025, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 343/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. S. de Vega. 
 

Primero.- Formalización del contrato e incidencias posteriores. 
 
El 14 de septiembre de 2021 la Dirección Provincial de Educación de 

xxx3 y la empresa qqqq, S.L., formalizaron el contrato de obras de ampliación 
de dos aulas en el CRA de xxx1 – xxx2. El precio del contrato es de 289.633,79 
euros y su plazo máximo de ejecución era de 19 semanas computado desde 
el día siguiente a la firma del acta de comprobación del replanteo. 
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El 22 de septiembre de 2021 se firmó el acta de comprobación del 
replanteo, por lo que el plazo de ejecución de la obra concluía el 3 de febrero 
de 2022. 

 
El 31 de enero de 2022 se concedió, previa solicitud del contratista, una 

ampliación del plazo de ejecución en 2 meses y 25 días, por lo que el nuevo 
plazo concluía el 28 de abril de 2022. 

 
El 23 de mayo de 2022 se concedió, previa solicitud del contratista 

presentada el 27 de abril, una nueva ampliación del plazo en 2 meses y 22 
días, por lo que los trabajos debían concluir el 21 de julio de 2022. 

 
Consta en el expediente dos correos electrónicos: 
 

- Uno, remitido el 3 de febrero de 2023 a la empresa por la 
arquitecto técnico del Área Técnica de Construcciones y Equipamientos de la 
Dirección Provincial de Educación, en el que se le comunica que “Dado que no 
se cumplen las instrucciones indicadas por la Dirección Facultativa, expuestas 
por parte de ésta en repetidas ocasiones, para la subsanación de los defectos 
observados por la defectuosa ejecución de diferentes partidas, y ante la falta 
de continuidad de personal en la obra e incumplimiento en el plazo de 
ejecución de la obra, de más de 6 meses: No se procederá a la firma de 
ninguna certificación positiva hasta no se subsanen las deficiencias 
observadas, y de continuar en esta misma actitud se propondrá la resolución 
del contrato”. 

 
- Otro, enviado por la empresa el mismo día en contestación al 

anterior, en el que se comunica que “Lo informado es completamente diferente 
a lo indicado en obra por lo que vamos a continuar cumpliendo absolutamente 
todas las indicaciones que nos des. El martes, dado que hemos quedado en 
obra me explicas nuevamente las necesidades y revisamos lo indicado en el 
día de ayer. Por otro lado, reiteramos lo expuesto en nuestros correos de 
fechas 12 de enero de 2023, 25 de enero de 2023 y 1 de febrero de 2023”. 
(Estos últimos correos, sin embargo, no constan en el expediente remitido). 

 
Segundo.- Primer procedimiento de resolución del contrato.  
 
1.- El 19 de mayo de 2023 el jefe de la Sección de Alumnos y Servicios 

Complementarios de la Dirección Provincial de Educación emitió un informe-
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propuesta de inicio del expediente de resolución del contrato, por incumplimiento 
del contratista. 

 
Dicha propuesta se basaba en el informe de 18 de mayo de 2023, del 

arquitecto jefe del Área Técnica de Construcciones y Equipamientos de la 
Dirección Provincial de Educación, en el que pone de manifiesto que entre 
septiembre de 2021 y julio de 2022 se habían ejecutado certificaciones de obra 
por valor de 158.094,44 euros, entre agosto de 2022 y febrero de 2023 la 
ejecución de obra fue de 0 euros, y en marzo de 2023 se ejecutaron obras por 
importe de 35.955,86 euros. Desde ese mes la obra está paralizada. El informe 
señala a continuación: 

 
 “6. (…) Una vez autorizada la prórroga hasta julio de 2022, se 

reinician las obras a un ritmo tan lento que las certificaciones de obra se 
consideran a cero ya que, en un balance de ejecución de obra, siempre era 
necesario volver atrás y rehacer lo deficientemente ejecutado por cuadrillas que 
iban cambiando constantemente. Solicitó la empresa nueva prórroga en julio, 
pero de forma defectuosa por falta de documentación relativa al programa de 
ejecución; sin embargo, siguió ejecutando obra pues el representante de la 
contrata manifestaba una y otra vez su voluntad de terminarlas, aunque como 
se ha descrito nunca a un ritmo suficiente. Durante mucho tiempo de esos 
meses de certificación cero, hubo de dedicarse a reparar y rehacer partidas de 
obra que, a causa, en unos casos por abandono y falta de vigilancia de la obra 
y en otras a causa del cambio constante de trabajadores que estaban 
deficientemente ejecutadas. Así pues, se llegó a la certificación de pasado mes 
de marzo en la que se recogieron las obras ejecutadas durante esos siete 
meses.  

 
»El importe total certificado a cuenta de obra ejecutada a fecha 

de 30 de abril de 2023 es 194.050,30 €, un 67 %.  
 
»El importe total pendiente sobre importe adjudicación a fecha 

de mayo de 2023 es 95.583,49 €, un 33 %. 
 
»7. En abril de 2023, se ha ejecutado un 66,998 % del total de 

la obra, y el plazo de ejecución finalizaba el 21 de julio de 2022 tras la prórroga 
concedida.   

 
»Desde este Área Técnica de Construcciones se informa que el 

desarrollo de la obra durante estos meses es demasiado lento, rozando la 
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paralización. El pasado viernes 12 de mayo en la visita realizada a las 11:20 
de la mañana, se observó que la obra estaba cerrada y nadie trabajando, sin 
ningún tipo de aviso al ATC.   

 
»Tras todo lo expuesto anteriormente, no nos cabe duda de que 

es imposible finalizar las obras antes del inicio de próximo curso académico, 
por lo que la Dirección Facultativa de esta obra considera necesaria la suspensión 
de la ejecución del contrato, en virtud de lo dispuesto en los  artículos 208 y 
211 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y el 
artículo 103 del Real Decreto 1068/2001 de 12 de octubre por el que se 
aprueba el RGLCAP, y se proceda acordar, en su caso, por el órgano de 
contratación la suspensión y la resolución del contrato”. 

 
2.- A la vista de los informes, el 24 de mayo de 2023 se inició un 

procedimiento de resolución del contrato por incumplimiento culpable del 
contratista (“demora en el cumplimiento de los plazos superior a un tercio del 
plazo inicial, incluidas prórrogas”), al concurrir la causa prevista en el artículo 
211.1.d) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 
(LCSP), con incautación de la garantía definitiva e indemnización de los daños 
y perjuicios que procedan. 

 
3.- Concedido trámite de audiencia al contratista y al avalista, el 10 de 

junio de 2023 el contratista presentó alegaciones en las que se oponía a la 
resolución contractual. Afirmaba, en síntesis, lo siguiente: 

 
- Que las certificaciones de obra que se indican en el informe-

propuesta no son correctas; y que en el mes de diciembre de 2022 se impugnó 
la propuesta de certificación de obra “por ser completamente falsa y 
malintencionada”, sin que se haya obtenido respuesta; y que la existencia de 
certificaciones con valor cero durante varios meses que se alegan por la 
Administración no han sido aceptadas ni firmadas por la contratista. 

 
- Que las obras no se encuentran en el estado que indica el 

informe, “según se desprende de las visitas técnicas realizadas así como del 
informe pericial del que dispone esta parte” (dicho informe no consta en el 
expediente remitido). Señala que “La obra está en fase de finalización, con 
remates pendientes y colocación de carpinterías habiéndose solicitado la 
recepción de las obras conforme a la legislación vigente tanto verbal como 
formalmente. En ningún caso está al 66 % sino que ese porcentaje es fruto 



 

 5

de una certificación irregular y que ha sido objeto de impugnación desde hace 
más de 6 meses”. 

 
- Que el proyecto de ejecución “ha sufrido alteraciones superiores 

a los límites marcados por la ley, situación a pesar de lo cual la Dirección 
Provincial de Educación de xxx3 no ha cumplido con su obligación de redactar 
el proyecto modificado pese a los requerimientos efectuados”.  
 

Por ello, consideraba que “la situación generada en la obra no solo no 
es imputable al contratista, sino que es imputable a la Administración por la 
dejadez de funciones llevada a cabo durante todos los periodos establecidos 
en los antecedentes”. 

 
No constan alegaciones del avalista. 
 
Tercero.- Segundo procedimiento de resolución del contrato. 
 
1.- Previo informe de 23 de febrero de 2024 de la Sección de Gestión 

Económica y Contratación de la Dirección Provincial de Educación, ese mismo 
día se declara caducado el procedimiento de resolución contractual iniciado el 
24 de mayo de 2023 y se inicia un nuevo procedimiento por la misma causa 
del anterior. 

 
En la misma resolución de inicio se resuelve:  
 

“Paralizar la obra, y prohibir el acceso a las instalaciones del 
C.R.A. de xxx1 en xxx2 por parte del contratista y sus trabajadores, salvo para 
la realización de las actuaciones encaminadas a garantizar la seguridad de la 
obra, sus inmediaciones, y de todas las personas y bienes que allí se pudieren 
encontrar hasta la continuación de la ejecución de la obra por parte de un nuevo 
contratista.   

 
 »(…) 
 

»De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 246.5 de la LCSP, 
tras la publicación del acuerdo y posterior notificación al contratista de la 
liquidación de las obras ejecutadas, proceder a la continuación de las mismas 
con carácter de urgencia por motivos de seguridad y para evitar la ruina de lo 
construido, mediante contratos con terceros”. 
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2.- Concedido trámite de audiencia al contratista y al avalista 
(notificados el 27 de febrero de 2024), aquel presenta un escrito el 8 de marzo 
en el que reitera las alegaciones realizadas en el procedimiento resolutorio 
anterior y añade:  

 
“(…) la obra se paralizó para tramitar la documentación necesaria, 

es por eso que no existe personal en la obra. La Administración solicitó un 
plazo de tiempo para la redacción del proyecto modificado y no se ha puesto 
en contacto con la empresa. En septiembre se comunicó al Sr. yyy1 el cese de 
yyy2 y no se ha vuelto a tener noticias del expediente hasta la  recepción del 
expediente actual.  

 
»Revisando documentación para la elaboración de la presente 

oposición nos encontramos con la adjudicación en Diciembre de 2023 de un 
proyecto de finalización al arquitecto D. yyy3 desconociendo esta parte si se 
trata del modificado o cual es la razón y el fundamento jurídico que avala dicha 
contratación por lo que solicitamos la documentación justificativa de dicho 
expediente para poder valorar las actuaciones a desarrollar”. 

 
Señala: “Se nos indicó en septiembre la paralización de las obras para 

redactar el proyecto modificado y poder abonar las cantidades pendientes 
reconocidas por la Dirección Provincial en el correo electrónico enviado a qqqq 
y que se aportará al procedimiento judicial que se iniciará (…)”. 

 
No consta que el avalista haya presentado alegaciones. 
 
3.- El 26 de julio y, posteriormente, el 9 de septiembre de 2024 se 

formulan propuestas de resolución en el sentido de resolver el contrato por 
incumplimiento culpable del contratista, al concurrir la causa prevista en el 
artículo 211.1.d) de la LCSP, con incautación de la garantía y posterior 
concreción en su caso de la indemnización que deba abonar la empresa. 

 
4.- El 16 de septiembre de 2024 la Asesoría Jurídica de la Delegación 

Territorial de xxx3 informa favorablemente la citada propuesta. 
 
5.- El 24 de septiembre de 2024 la Intervención Delegada Territorial 

fiscaliza de conformidad la propuesta, si bien advierte de la necesidad de 
recabar el dictamen del Consejo Consultivo. 

 



 

 7

6.- Solicitado el dictamen de este Consejo Consultivo, por acuerdo del 
presidente de esta Institución, de 6 de noviembre de 2024, se advierte a la 
Administración consultante de que el procedimiento podría haber caducado y 
se le requiere para que complete el expediente con diversa documentación. 

 
7.- El 24 de enero de 2025 se declara la caducidad del procedimiento 

de resolución del contrato iniciado el 23 de febrero de 2024. 
 
8.- Comunicada a este Consejo Consultivo la resolución por la que se 

declara la caducidad del procedimiento, el 19 de febrero de 2025 se acuerda 
el archivo del expediente de consulta del Consejo. 

 
Cuarto.- Procedimiento de resolución del contrato objeto del 

presente dictamen. 
 
 1.- El 7 de febrero de 2025 se inicia un nuevo procedimiento de 
resolución del contrato, con incautación de la garantía, por la misma causa de 
los anteriores: por incumplimiento culpable del contratista, al concurrir la 
causa de resolución prevista en el artículo 211.1.d) de la LCSP.  
 
 2.- Se ha concedido trámite de audiencia al contratista y al avalista, no 
consta que el contratista (que accedió a la notificación el 14 de marzo de 2025) 
haya presentado alegaciones. 
 
 El avalista (ssss S.A., de Seguros y Reaseguros) presenta alegaciones 
el 27 de marzo y el 11 de abril, en las que señala que no queda acreditado “el 
incumplimiento culpable exclusivo” de la contratista y, “a falta de las 
aclaraciones pertinentes por parte de la Administración, que ha podido 
producirse una concurrencia de culpas”; por lo que no procede una 
indemnización de daños y perjuicios a la Administración ni, por ello, la 
incautación de la garantía. Subsidiariamente, solicita que la incautación no 
exceda del importe máximo garantizado (11.968,34 euros). 
 
 3.- El 21 de julio de 2025 se formula propuesta de resolución en el 
sentido de resolver el contrato, por incumplimiento culpable del contratista, al 
concurrir la causa de resolución prevista en el artículo 211.1.d) de la LCSP, e 
incautar la garantía definitiva de 11.968,34 euros. 
 

En el antecedente de hecho undécimo de la propuesta de resolución se 
hace referencia a un informe del arquitecto jefe del Área Técnica de 
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Construcciones y Equipamiento de la Dirección Provincial de Educación de 
xxx3, de 1 de diciembre de 2023, que no consta en el expediente remitido. 

 
4.- El 22 de julio la Asesoría Jurídica de la Delegación Territorial de xxx3 

informa favorablemente la citada propuesta. 
 
5.- El 24 de septiembre de 2025 la Intervención Delegada Territorial 

fiscaliza de conformidad la propuesta, si bien advierte de la necesidad de 
recabar el dictamen del Consejo Consultivo. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen, según lo establecido en el apartado tercero 1.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- La normativa aplicable a este supuesto, como se recoge en el 

contrato cuya resolución se propone, viene determinada fundamentalmente, 
además de por los pliegos, por la LCSP, y por el Reglamento General de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), aprobado por el Real 
Decreto 1098/2001, de 12 de octubre. 
 
 El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 191 
de la LCSP, que establece como trámites preceptivos la audiencia al contratista 
y, cuando se formule oposición por parte de éste, el dictamen del Consejo de 
Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva. 
Y el artículo 109.1.b) del RGLCAP impone la audiencia al avalista o asegurador 
cuando se propone la incautación de la garantía. Estos trámites se cumplen en 
el presente expediente: el procedimiento se ha iniciado de oficio el 7 de febrero 
de 2025, se ha concedido audiencia al contratista y al avalista, si bien en este 
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procedimiento solo el avalista ha manifestado su oposición a la resolución del 
contrato, y el dictamen del Consejo Consultivo se cumple con la emisión del 
presente informe.  
 
 El artículo 191.3.a) de la LCSP exige el dictamen de este Consejo, en 
los expedientes de resolución de contratos, solo cuando se formule oposición 
por el contratista. Cierto es que en este tercer procedimiento de resolución 
contractual el contratista no ha formulado oposición expresa (sin que baste a 
estos efectos la formulada por el avalista), pero también lo es que en los 
procedimientos anteriores sí manifestó su voluntad contraria a la resolución 
pretendida por la Administración. Por ello, y teniendo en cuenta la finalidad 
garantista de la intervención del Consejo en estos expedientes, se procede 
analizar el fondo del asunto. 
 
 La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar sus 
efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los artículos 
190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP. 

 
El plazo para resolver el procedimiento de resolución contractual es de 

ocho meses, de acuerdo con el apartado 2 de la disposición adicional primera 
de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras. Por ello, teniendo en cuenta la fecha de inicio (7 de febrero de 
2025),es claro que en la fecha de emisión de este dictamen el procedimiento 
no ha caducado. En todo caso, se recuerda a la Administración consultante 
que, al no haber acordado la suspensión del plazo para dictar y notificar la 
resolución del procedimiento, el procedimiento deberá resolverse con rapidez 
para que no vuelva a producirse la caducidad . 

 
3ª.- El expediente sometido a consulta versa sobre la resolución del 

contrato de obras de ampliación de dos aulas en el CRA de xxx1 -xxx2, suscrito 
entre la Dirección Provincial de Educación de xxx3 y qqqq, S.L. 

 
Con carácter previo, se advierte que la segunda prórroga del plazo de 

ejecución de las obras se concedió el 23 de mayo de 2022, expirada la fecha 
indicada en la primera prórroga (28 de abril de 2022), lo que supone una 
irregularidad, si bien tal circunstancia no afecta al sentido final del dictamen. 
En todo caso, debe recordarse que, conforme al artículo 32.3 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, y a la reiterada doctrina y jurisprudencia, solo 
pueden prorrogarse los plazos que no hubieran vencido. 
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Entrando en el fondo del asunto, la causa de resolución alegada por la 

Administración, a la que se opone el contratista, es la prevista en el artículo 
211.1.d) de la LCSP: “La demora en el cumplimiento de los plazos por parte 
del contratista. En todo caso el retraso injustificado sobre el plan de trabajos 
establecido en el pliego o en el contrato, en cualquier actividad, por un plazo 
superior a un tercio del plazo de duración inicial del contrato, incluidas las 
posibles prórrogas”. Causa de resolución a la que se remite de forma expresa 
la cláusula 19 del pliego de cláusulas administrativas particulares. 

 
El artículo 238.1 de la LCSP establece que “Las obras se ejecutarán con 

estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares y al proyecto que sirve de base al contrato”. 

 
En relación con este precepto debe traerse a colación el artículo 193.1 

de la LCSP, que dispone que “El contratista está obligado a cumplir el contrato 
dentro del plazo total fijado para la realización del mismo, así como de los 
plazos parciales señalados para su ejecución sucesiva”. 

 
Según reiterada jurisprudencia, “el contrato de obras es típicamente un 

contrato de resultado. De ahí que tanto la Ley como el Reglamento, al 
desarrollar la ejecución de este contrato, hagan hincapié en los preceptos 
mencionados para resaltar la obligación del contratista de cumplir tanto los 
plazos parciales fijados para la ejecución sucesiva, como el general o final para 
su total realización. Item más, para la constitución en mora del contratista no 
se requiere interpelación o intimación previa por parte de la Administración; 
hasta tal punto que una racional presunción de incumplimiento del plazo final, 
deducido de la conducta del contratista en el desarrollo de la obra permite a 
la Administración optar por la resolución del contrato” (sentencias del Tribunal 
Supremo de 20 de marzo de 1989, 14 de julio de 1986 y 12 de marzo de 
1992). 

 
Pues bien, consta en el expediente remitido que el plazo de ejecución 

del contrato expiró el 21 de julio de 2022 y que la contratista, no solo no ha 
concluido los trabajos, sino que las obras están paralizadas. En la propuesta 
de resolución de 21 de julio de 2025 se pone de manifiesto que “a fecha de la 
emisión del primer informe propuesta de resolución del contrato de 19 de 
mayo de 2023, la ejecución de la obra únicamente se ha completado en un 
66,998 %, cuando había que haberse finalizado el 21 de julio de 2022, lo que 
supone una demora en la ejecución de 303 días sobre el plazo inicial, incluidas 
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las prórrogas”. Y añade: “durante el periodo total de ejecución de la obra –
desde el mes de septiembre de 2021 a julio de 202[2]– solamente había 
ejecutado un certificaciones de obra por valor de 158.094,44 €. Así mismo, 
queda acreditado dicha demora en que las certificaciones del periodo 
comprendido entre agosto de 2022 y febrero de 2023 fueron a 0 €, 
retomándose las obras de manera puntual en el mes de marzo de 2023 por 
un importe de 35.955,86 € y mayo (sic) de 2023 por un importe de 22.095,13 
€, siendo ésta la última ejecución realizada hasta la fecha”. (Debe subsanarse 
el error advertido en el fundamento de derecho tercero de la propuesta de 
resolución, sobre el mes de la última certificación, ya que, como se desprende 
de las certificaciones obrantes en el expediente, así como del seguimiento de 
certificaciones recogido en el documento 223, la última certificación se realizó 
en junio de 2023 -en el que la cuantía certificada fue de 22.095,13 euros-, y 
no en mayo de 2023 -mes en el que se certificó una cantidad de 0 euros-. De 
la suma total de estas cantidades resulta un importe total certificado de 
216.145,43 euros, correspondiente al 74,63 % del precio total del contrato -
289.633,79 euros). 

 
Estas afirmaciones no se han desvirtuado por la contratista ni por la 

avalista. No pueden acogerse como justificación la alegación, realizada por la 
contratista el 10 de junio de 2023 (en el trámite de audiencia del primer 
procedimiento de resolución del contrato), es decir, casi un año después de 
concluido el plazo de ejecución de las obras, de que era necesario modificar el 
proyecto y, por tanto, el contrato. Como se ha indicado, dicha alegación es 
totalmente extemporánea y, además, se realiza cuando ya se había producido 
el incumplimiento de la contratista. Motivo por el cual tampoco cabe acoger la 
alegación del avalista de que la Administración ha incumplido la obligación de 
resolver previamente la solicitud de modificado del proyecto. 

 
En virtud de todo lo expuesto, se constata un incumplimiento del plazo 

de ejecución y una paralización total de la obra, imputable al contratista, que 
permite apreciar la concurrencia de la causa de resolución del contrato prevista 
en el artículo 211.1.d) de la LCSP. 
 

4ª.- En cuanto a los efectos de la resolución, procede recordar que, con 
carácter general, el incumplimiento culpable del contratista provoca la 
incautación de la garantía constituida, en los términos previstos en el artículo 
110.d) de la LCSP, y la indemnización de los daños y perjuicios que hayan 
podido ocasionarse a la Administración contratante por la actuación del 
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contratista, en lo que exceda de dicha garantía, de conformidad con el artículo 
213.3 de la LCSP.  

 
Este artículo 213.3 de la LCSP ha de ponerse en relación con el 113 del 

RGLCAP, que dispone que “En los casos de resolución por incumplimiento 
culpable del contratista, la determinación de los daños y perjuicios que deba 
indemnizar éste se llevará a cabo por el órgano de contratación en decisión 
motivada previa audiencia del mismo, atendiendo, entre otros factores, al 
retraso que implique para la inversión proyectada y a los mayores gastos que 
ocasione a la Administración”.  

 
Respecto al contrato de obras, el artículo 246.1 establece que “La 

resolución del contrato dará lugar a la comprobación, medición y liquidación 
de las obras realizadas con arreglo al proyecto, fijando los saldos pertinentes 
a favor o en contra del contratista”. Por ello, deben liquidarse las obras ya 
realizadas, y, en su caso, fijar la indemnización que proceda por los daños y 
perjuicios que se hayan ocasionado por el incumplimiento contractual del 
contratista. 
 
 5ª.- Por último, desde un punto de vista formal, debe realizarse dos 
observaciones: 
 

- Es preciso que, antes de dictar la resolución, se incorpore al 
expediente el informe del arquitecto jefe del Área Técnica de Construcciones 
y Equipamiento de la Dirección Provincial de Educación de xxx3, de 1 de 
diciembre de 2023, al que se hace referencia en el antecedente de hecho 
undécimo de la propuesta de resolución, ya que tal informe no consta en el 
expediente remitido. 

 
- Debe revisarse la redacción de la propuesta de resolución. En 

el antecedente de hecho decimoquinto debe subsanarse la referencia a la 
ausencia de alegaciones del avalista, ya que este sí las ha presentado (y a 
ellas se refiere la propia propuesta de resolución en el antecedente de hecho 
decimosexto). Y asimismo, debe rectificarse, en el fundamento de derecho 
tercero, la referencia al mes de la última certificación (junio de 2023, en lugar 
de mayo de 2023), conforme se ha expuesto anteriormente. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Una vez completado el expediente en los términos indicados, procede 
resolver el contrato de obras de ampliación de dos aulas en el CRA de xxx1 -
xxx2, suscrito entre la Dirección Provincial de Educación de xxx3 y qqqq, S.L. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


